OFICINA DE PROTECCION DE DERECHOS Y ABORDAJE DE LAS VIOLENCIAS EN GENERAL Y DE GÉNERO EN PARTICULAR
CREADA POR RESOLUCION 368/18
ARTÍCULO 5º.- “… la Oficina tendrá las siguientes funciones o competencias para:
a) Conocer en todos aquellos actos de autoridades o funcionarios y profesores, que no se encuentren apegados a la legislación universitaria, que sean irrazonables, injustos, inadecuados o erróneos.
b) Defender los derechos de la comunidad universitaria, frente a actos, hechos u omisiones de las autoridades de la facultad o de cualquiera de sus agentes que impliquen el ejercicio irregular, abusivo, arbitrario, discriminatorio o negligente de sus funciones estatutarias o reglamentarias.
c) Interceder ante aquellas situaciones en que la conducta o la práctica, ya sea por medio de una acción o una omisión, alejen a la Facultad del cumplimiento de los estándares impuestos por los Tratados Internacionales de Derechos Humanos vigentes en la República Argentina.
d) Mediar o asesorar en la erradicación de aquellas practicas que tengan como consecuencia afectar derechos de terceros o alejarse de las normativas vigentes para los miembros de la Facultad.
e) Podrá intervenir, asesorar en situaciones de violencia y/o discriminación en cualquiera de sus tipos o modalidades que se encontraré sufriendo o haya sufrido un integrante de la comunidad universitaria que tengan por objeto o por resultado, excluir, restringir, limitar, degradar, ofender o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos.
f) Desarrollar campañas de prevención de situaciones de violencia y/ discriminación junto a campañas de difusión y formación relativas a la problemática de violencia.
g) Generar un ambiente de contención y confianza para que las personas afectadas en alguno de sus derechos puedan dar cuenta de su situación y a partir de allí articular las acciones o medidas que propendan a su erradicación de inmediato.
h) Proponer adecuaciones normativas a los estándares de Derechos Humanos vigentes para la República Argentina.
i) Derivar los casos específicos y puntuales para la adecuada intervención del equipo profesional del “Protocolo para la Atención de la Violencia y/o Discriminación de Género y el Acoso Sexual”, a los fines de que su abordaje se ajuste a los estándares allí prescriptos, de conformidad a la Resolución CD 157/17.
j) Articular respuestas para los posibles conflictos que se pudieran suscitar entre miembros de la comunidad educativa y otras autoridades institucionales.”
ARTICULO 6º.- La Oficina de Protección de Derechos y Abordaje de las Violencias no está facultada para conocer en afectaciones a:
· Derechos de naturaleza laboral.
· Resoluciones disciplinarias.
· Evaluaciones académicas de profesores, comisiones dictaminadoras o consejos técnicos o internos.
· Aquellas situaciones de conflicto que puedan impugnarse por otras vías establecidas en la legislación universitaria.
· En ningún caso podrá el/la encargado/a de la Oficina modificar, sustituir o dejar sin efecto decisiones administrativas o resoluciones de otras autoridades universitarias, como tampoco podrá requerir decisiones de los Tribunales de Justicia. 
ARTÍCULO 7º.- Principios rectores:
a. Asesoramiento gratuito: La persona afectada será asesorada legal y psicológicamente de manera gratuita por profesionales competentes.
b. Respeto y confidencialidad: La persona que efectúe una consulta o presente una denuncia, será tratada con respeto y confidencialidad, debiendo ser escuchada en su exposición sin menoscabo de su dignidad y sin intromisión en aspectos que resulten irrelevantes para el conocimiento de los hechos. En todo momento se deberá resguardar la voluntad de la persona en cuanto a las acciones que decida realizar así como en la confidencialidad de los datos que expresamente manifieste querer mantener en reserva. En el caso de querer mantener reserva sobre algunos datos, se dará a conocer lo estrictamente necesario para garantizar el derecho de defensa de la/s persona/s señaladas como responsable/s de los hechos denunciados.
[bookmark: _GoBack]ARTÍCULO 8º.- Procedimiento: 
a. Modalidad. La persona consultante que dé cuenta de alguna situación que entienda le afecta en el desempeño de sus relaciones convivenciales, podrá plantear la situación y requerir asesoramiento personalmente, vía correo electrónico o telefónica. En este caso, la Oficina podrá optar por evacuar la consulta vía correo electrónico o, en razón del mérito de la situación, proponer una entrevista personal y así se lo hará saber a la persona consultante, quien podrá consentir o rechazarla. Asimismo, luego de un primer asesoramiento por vía electrónica, la persona consultante podrá solicitar una entrevista presencial para lo cual la Oficina deberá señalar día y hora de entrevista dentro de los 7 días hábiles posteriores a la recepción de la solicitud. 
b. Trámite: Sobre todo lo actuado, sea electrónica o personalmente, se llevará registro escrito. Luego de la primera intervención, la Oficina, de acuerdo al contexto, la evaluación de pertinencia realizada y la manifestación de voluntad del o la consultante, podrá optar por: a) archivar el trámite en caso de no pertinencia de la situación; b) hacer un seguimiento y asesorar sobre lo que fuera el motivo de la consulta, c) efectuar la intervención requerida de conformidad a la situación planteada.
